
Santiago, diez de mayo de dos mil veintitr s.é

VISTO Y TENIENDO PRESENTE:

1° Que en este procedimiento especial, seguido ante el Vig simoé  

Primer  Juzgado  Civil  de  Santiago,  rol  C-5.677-21,  caratulado 

Conadecus  /  Isapre  Nueva  Mas  Vida  S.A.  y  otras ,  la  parte“ ”  

demandante,  en  subsidio  del  recurso  especial  de  reposici n  conó  

apelaci n en subsidio, recurre de casaci n en el fondo en contra de laó ó  

sentencia de la Corte de Apelaciones de esta ciudad, de fecha treinta y 

uno de mayo de dos mil veintid s, que revoc  la resoluci n de primeró ó ó  

grado, pronunciada el ocho de julio de dos mil veintiuno, que declaró 

admisible la acci n incoada por infracciones a la Ley del Consumidoró  

y, en su lugar, decide que la acci n es inadmisible.ó

2° Que el  recurrente  se ala  que interpusieron  esta  demanda,ñ  

para la protecci n del inter s colectivo o difuso de los consumidores, enó é  

contra de las Isapres: Banm dica S.A., Colmena Golden Cross S.A.,é  

Consalud S.A., Cruz Blanca S.A., Vida Tres S.A. y Nueva Mas Vida 

S.A.,  debido  a  que,  con  su  actuar,  han  vulnerado  gravemente  los 

derechos de los consumidores con ocasi n de las alzas improcedentes,ó  

impuestas en los planes de salud que stos mantienen contratados, lasé  

cuales constituyen modificaciones unilaterales,  arbitrarias  e il citas deí  

los valores de los planes ofrecidos, informados y contratados entre las 

demandadas  y  los  consumidores,  lo  que  se  traducir a  en  evidentesí  

infracciones a las normas establecidas en la Ley N  19.496, acci n que° ó  

en un primer momento se declar  admisible y en contra de la cual lasó  

demandadas dedujeron recurso especial de reposici n con apelaci n enó ó  

subsidio,  acogi ndose  este  ltimo,  mediante  el  fallo  por  el  cual  seé ú  

recurre.

Divide  la  actora  su  recurso,  en  dos  cap tulos.  El  primero,  seí  

refiere a la infracci n al art culo 52 letra b) y 2  ter de la Ley 19.496,ó í °  

al extenderse el fallo, en el control de admisibilidad, a una materia que 

evidentemente ser a de fondo y cuya discusi n no ser a susceptible deí ó í  

ser ventilada en la etapa de admisibilidad, que se remite a los art culosí  
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2  y 2  bis de la Ley se alada, invocados en el segundo ac pite del° ° ñ á  

libelo,  adem s  de  reclamar  el  hecho  de  aplicarse  el  principio  deá  

econom a procesal por sobre el principio de orden p blico econ mico,í ú ó  

como lo ser a el principio pro consumidor.í

En  cuanto  al  primer  ac pite,  sostiene  la  recurrente  que  losá  

sentenciadores se pronunciaron sobre materias de fondo, que no ser aní  

susceptibles de ser discutidas ni ventiladas en el denominado control de 

admisibilidad, estimando que si la intenci n del legislador hubiese sidoó  

esa, lo habr a se alado de forma expresa y que lo hecho, implicar a uní ñ í  

grav simo retroceso  procesal  en  la  materia,  que tiende a  simplificarí  

progresivamente el denominado control de admisibilidad. Adem s, seá  

habr a vulnerado el art culo 2  ter de la Ley del ramo, que consagra elí í °  

principio  pro  consumidor,  el  cual  habr a  sido  contravenidoí  

directamente, con la interpretaci n realizada.ó

A continuaci n se refiere al art culo 52 letra b) y al art culo 51ó í í  

letra b) de la Ley N 19.496, en cuanto a los requisitos de admisibilidad°  

de la acci n, los cuales habr an sido correctamente analizados por laó í  

juez a quo, no obstante lo cual, la Corte de Apelaciones se extendi  aó  

puntos que claramente exceden lo meramente formal, estimando que 

las  materias  relacionadas con la aplicaci n  de la Ley a uno u otroó  

proveedor,  constituir an cuestiones que debieran ser discutidas  en elí  

fondo y ser objeto de prueba, tal como lo ser a, entre otros aspectos, laí  

legitimaci n activa o pasiva de las  partes,  citando jurisprudencia enó  

apoyo  a  su  tesis,  referida  a  una  reclamaci n  en  contra  de  unaó  

resoluci n  dictada  por  el  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libreó  

Competencia.

A  lo  anterior,  a ade  que  el  error  se  produce  al  extender  elñ  

control de admisibilidad a lo dispuesto en los art culos 2  y 2  bis de laí ° °  

Ley del ramo, haciendo presente que, en base a esas normas, la Ley 

N 19.496 ser a totalmente aplicable a las Isapres demandadas, al no° í  

estar  descritas,  reguladas  ni  sancionadas  en las  leyes,  reglamentos  y 

normativas que regulan las Isapres, las infracciones que se denuncian, 
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pero s  en la Ley de Protecci n a los Derechos de los Consumidores, loí ó  

que ser a totalmente concordante con lo dispuesto en el art culo 2  bisí í °  

de aquel cuerpo legal, aun cuando reconoce que el funcionamiento de 

las Isapres est  regulado, en esencia, por el D.F.L. N 1 de 2005, delá °  

Ministerio  de  Salud  y  la  normativa  reglamentaria  de  la 

Superintendencia  de  Salud,  m s  no  aquellas  materias  relativas  alá  

procedimiento,  en  las  causas  en  que  est  comprometido  el  inter sé é  

colectivo  o  difuso  de  los  consumidores  o  usuarios  afectados  por  el 

actuar y funcionamiento de las Isapres demandadas, as  como tampocoí  

el derecho a solicitar la correspondiente indemnizaci n, mediante dichoó  

procedimiento.

3  ° Que corresponde se alar  que el  fallo  censurado revoc  lañ ó  

decisi n del tribunal a quo, que declar  admisible la demanda y, en suó ó  

lugar, decidi  que la misma era inadmisible. ó

Para  adoptar  la  mencionada  decisi n,  expresaron  losó  

sentenciadores que, con arreglo a lo previsto en los art culos 51 y 52 deí  

la Ley 19.496, el an lisis en cuanto al control de admisibilidad de lasá  

demandas colectivas deb a tener presente las dem s normas de la Ley,í á  

entre ellas, los art culos 2 y 2 bis, que excluyen determinadas materiasí  

de la aplicaci n de la mencionada legislaci n, por lo cual, no basta conó ó  

verificar  los  requisitos  del  art culo  52  de  la  misma,  en  relaci n  alí ó  

art culo  254  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  sino  que,  porí ó  

aplicaci n del principio de econom a procesal, establecer si el asuntoó í  

controvertido es de aquellas materias que pueden ser susceptibles de ser 

conocidas por el tribunal y la acci n invocadas, atendiendo adem s aó á  

las  reiteradas  decisiones  adoptadas  por  los  tribunales  superiores  de 

Justicia, adem s del Tribunal Constitucional, que habr an establecidoá í  

que la Ley N 19.496 es inaplicable a los contratos de mbito de las° á  

prestaciones de salud y por ende, las acciones deducidas conforme a 

ella  por  particulares  o  entes  colectivos,  resultan  inadmisibles,  al 

encontrarse expresamente excluidas, de conformidad con lo previsto en 
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los art culos 2 y 2 bis de la Ley de Protecci n de los Derechos delí ó  

Consumidor.

4  ° Que de conformidad con lo rese ado precedentemente,  señ  

observa  que  los  sentenciadores  han  aplicado  correctamente  la 

normativa atinente al caso de que se trata. En efecto, en adici n a losó  

razonamientos transcritos, los que esta Corte comparte, debe hacerse 

presente que un presupuesto impl cito y evidente en un procedimientoí  

como el de autos, es el que la materia que se ventile en la acci n seaó  

de aquellas que, efectivamente, est n sujetas a las disposiciones de laé  

Ley 19.496. Se suma a lo anterior lo previsto en el art culo 2  letra f)í °  

de la mencionada Ley, el cual dispone que “Los actos celebrados o 

ejecutados con ocasi n de la contrataci n de servicios en el mbito deó ó á  

la salud, con exclusi n de las prestaciones de salud; de las materiasó  

relativas a la calidad de stas y su financiamiento a trav s de fondos oé é  

seguros de salud; de la acreditaci n y certificaci n de los prestadores,ó ó  

sean  stos  p blicos  o  privados,  individuales  o  institucionales  y,  ené ú  

general, de cualquiera otra materia que se encuentre regulada en leyes  

especiales.  Y lo dispuesto en los art culos 171 y 173 del D.F.L. N 1” í °  

del  Ministerio  de  Salud  de  2005,  que  fija  el  texto  refundido, 

coordinado y sistematizado del Decreto Ley N  2.763, de 1979 y de las°  

Leyes  N 18.933  y  N 18.469,  que  se alan  que  las  Isapres  ° ° ñ “…

financiar n las prestaciones y beneficios de salud, con cargo al aporteá  

de la cotizaci n legal para salud o una superior convenidaó …  y que”  

tendr n por objeto exclusivo el á financiamiento de las prestaciones y“…  

beneficios  de  salud… ,  de  lo  cual  y  atendida  la  naturaleza  de  los”  

contratos de salud previsional, que posee los elementos propios de un 

seguro individual de salud y lo previsto en el antes citado art culo 2í ° 

letra f) de la Ley 19.496, no cabe m s que concluir que la materia porá  

la cual se ha accionado escapa, por mucho, del mbito de aplicaci ná ó  

de la Ley citada, al versar sobre aspectos relativos al financiamiento de 

prestaciones de salud.
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En consecuencia y en base a lo antes expresado, no se advierte 

infracci n al art culo 52 letra b), al aplicar el art culo 2  letra b) y 2ó í í ° ° 

bis de la Ley 19.496. 

Y en lo relativo al art culo 2  ter, solo cabe se alar que aquel fueí ° ñ  

incorporado a la Ley del Consumidor, mediante la Ley N 21.398, que°  

se public  reci n el d a 24 de diciembre de 2021, raz n por la cual, aló é í ó  

interponerse la demanda de autos el 01 de julio de 2021, no puede 

pretenderse infringida una norma, que no exist a al deducirse la acci n.í ó

Finalmente,  corresponde  destacar  que  lo  que  el  recurrente 

reclama, en la primera parte del recurso, no es la impropiedad de la 

decisi n adoptada, sino que m s bien la oportunidad en que se hizo,ó á  

para luego argumentar que si bien las Isapres est n reguladas por elá  

mencionado D.F.L. N 1, al no contener aquel ni sus reglamentos la°  

descripci n, regulaci n y sanci n de las infracciones denunciadas, dichaó ó ó  

situaci n har a aplicable la Ley de Protecci n al Consumidor, a eseó í ó  

aspecto, lo cual no parece acorde con el tenor literal del citado art culoí  

2  letra f) antes transcrito, el cual no ha sido transgredido, as  como° í  

tampoco lo fueron las normas citadas 

5° Que atendido lo antes razonado, se omitir  hacer menci n yá ó  

an lisis,  acerca  de  la  forma en  la  cual  se  interpuso  el  recurso  (ená  

subsidio de un recurso de apelaci n subsidiaria).ó

6  ° Que  en  m rito  de  todo  lo  antes  expuesto  el  recurso  deé  

casaci n  no  puede  prosperar,  por  adolecer  de  manifiesta  falta  deó  

fundamento.

Y de conformidad adem s a lo prevenido en el art culo 781 delá í  

C digo de Procedimiento Civil, ó se rechaza el de casaci n en el fondoó  

deducido  por  el  abogado  don  Ra l  Arturo  Toro  Gonz lez,  por  laú á  

demandante, en contra de la sentencia de treinta y uno de mayo de 

dos mil veintid s, dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago.ó

Reg strese y devu lvase.í é

N  85.432-2022.-º
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Pronunciado  por  la  Primera  Sala  de  la  Corte  Suprema  por  los 

Ministros Sr. Guillermo Silva G., Sr. Arturo Prado P., Sr. Mauricio 

Silva C., Sra. Mar a Ang lica Repetto G. y el Abogado Integrante Sr.í é  

H ctor Humeres N. é

No firman el Ministro Silva G. y el Abogados Integrantes Sr. Humeres, 

no obstante haber concurrido a la admisibilidad del recurso y acuerdo 

del fallo, el primero por haber cesado en sus funciones y el segundo, 

por encontrarse ausente.
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En Santiago, a diez de mayo de dos mil veintitrés, se incluyó en el Estado
Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la causa.
En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora, esta
corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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